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correspondiente al ejercicio fiscal de dos mil doce. Inconforme, dicha empresa interpuso 
recurso de revocación el cual fue resuelto por la autoridad hacendaria en el sentido de 
confirmar la resolución recurrida. En desacuerdo, la empresa referida promovió juicio 
contencioso administrativo, el cual fue resuelto por el Pleno de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, quien reconoció la validez de la resolución 
impugnada. En desacuerdo con dicha decisión, la quejosa promovió juicio de amparo 
directo el cual fue negado. En contra de la sentencia respectiva, la quejosa interpuso 
recurso de revisión, el cual constituye la materia de impugnación del presente medio de 
defensa. 
 
En el proyecto se propone desechar por improcedente el recurso de revisión de que se 
trata, dejar firme la sentencia recurrida, así como declarar sin materia la revisión 
adhesiva. 
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V. 
ESTUDIO DE LA 
PROCEDENCIA 
DEL RECURSO 

El recurso de revisión principal no es 
procedente.  
 

1. El recurso de revisión que nos ocupa cumple 
con el primer requisito necesario para su 
procedencia, relativo a la existencia de una 
cuestión propiamente constitucional, toda vez 
que en la demanda de amparo se planteó la 
inconstitucionalidad de los artículos 24, 25, 
primer y cuarto párrafos; 31, fracción I, 32, 
fracción XVII, incisos a), b), c) y d); así como 68, 
todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
vigente en dos mil doce a la luz de diversos 
derechos fundamentales y principios 
constitucionales, mientras que en la sentencia 
recurrida se abordó su análisis bajo las 
consideraciones sustentadas por el órgano 
colegiado antes sintetizadas.  
 

2. Sin embargo, no se colma el segundo requisito 
de procedencia del recurso de revisión, toda vez 
que los temas de inconstitucionalidad planteados 
no entrañan la fijación de un criterio que revista 
un interés excepcional en materia constitucional 
o de derechos humanos, ya que los agravios no 
son aptos ni suficientes para estimar 
controvertida la determinación del tribunal 
colegiado respecto de la constitucionalidad de los 
artículos 31, fracción I, 32, fracción XVII, incisos 
a), b), c) y d); así como 68, todos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente en dos mil doce 
impugnados. 
 

3. Al resultar inoperantes los agravios hechos valer, 
es claro que la cuestión de constitucionalidad 
subsistente no daría lugar a un pronunciamiento 
novedoso o de relevancia para el orden jurídico 
nacional por lo que dicho asunto es improcedente 
y, por consiguiente, debe desecharse. 
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El presente asunto tiene origen en la determinación de un crédito fiscal ********** por 
concepto de impuesto sobre la renta, actualizaciones, recargos y multas, 
correspondiente al ejercicio fiscal de dos mil doce. Inconforme, dicha empresa interpuso 
recurso de revocación el cual fue resuelto por la autoridad hacendaria en el sentido de 
confirmar la resolución recurrida. En desacuerdo, la empresa referida promovió juicio 
contencioso administrativo, el cual fue resuelto por el Pleno de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, quien reconoció la validez de la resolución 
impugnada. En desacuerdo con dicha decisión, la quejosa promovió juicio de amparo 
directo el cual fue negado. En contra de la sentencia respectiva, la quejosa interpuso 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al _________ de dos mil veinticinco, 

emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Que resuelve el recurso de revisión en amparo directo 5145/2025 interpuesto 

por **********, por conducto de su apoderada legal, en contra de la sentencia 

dictada por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito en sesión de diecinueve de junio de dos mil veinticinco, en el juicio de 

amparo directo D.A. **********.  
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I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Compra de acciones. ********** adquirió a la **********, que previamente 

era propiedad del gobierno mexicano, el veintiocho de septiembre de mil 

novecientos ochenta y nueve. Para ello, la primera empresa aludida realizó 

la compra de diversos paquetes accionarios, por lo que la segunda referida 

generó pérdidas fiscales en los ejercicios de mil novecientos noventa y uno 

a mil novecientos noventa y cinco, las cuales se amortizaron en los 

ejercicios de mil novecientos noventa y seis a dos mil cinco. 

 

2. Fusión de sociedades. El diez de noviembre de dos mil tres, se protocolizó 

el acta de asamblea general extraordinaria de accionistas en la que se 

acordó la fusión de ********** con **********, operación en la que esta última 

tuvo el carácter de sociedad fusionante, quien en el mismo acto cambió de 

denominación a **********. 

 

3. Escisión de sociedades. El catorce de septiembre de dos mil siete, 

********** se escindió parcialmente. De dicha escisión se originó, entre 

otras, la empresa escindida denominada **********. 

 

4. Cambio de denominación. ********** cambió su denominación a **********, 

el veinte de enero de dos mil nueve. 

 

5. Fusión de sociedades. ********** se fusionó con **********, subsistiendo 

esta última como empresa fusionante, el veinte de agosto de dos mil nueve. 

 

6. Enajenación de acciones. ********** celebró un contrato de compraventa 

de acciones con **********, mediante el cual enajenó acciones de **********, 

el diecisiete de diciembre de dos mil doce. Con motivo de dicha operación, 

********** reportó en el ejercicio de dos mil doce una pérdida fiscal por venta 

de acciones en cantidad total de **********. 
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7. Revisión de papeles de trabajo 

respecto del dictamen fiscal. La 

Administradora Central de la entonces 

Administración Central de Fiscalización a 

Empresas que Consolidan Fiscalmente, adscrita a la Administración 

General de Grandes Contribuyentes del Servicio de Administración 

Tributaria citó al contador público registrado que dictaminó los estados 

financieros de *********** para la revisión de papeles de trabajo que se 

generaron respecto del dictamen fiscal sobre dichos estados, por el periodo 

comprendido del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil doce. 

Ello, mediante oficio **********, de trece de agosto de dos mil quince. 

 

8. Solicitud de información respecto de la pérdida por enajenación de 

acciones. La Administradora Central de Fiscalización a Grupos de 

Sociedades del Servicio de Administración Tributaria solicitó a ********** 

diversa documentación e información relacionada con el impuesto sobre la 

renta diferido y con la determinación de la pérdida por enajenación de 

acciones calculada en el ejercicio fiscal de dos mil doce. Lo anterior, 

mediante oficio **********, de nueve de febrero de dos mil dieciséis. 

 

 

9. Oficio de observaciones. El Administrador de Fiscalización a Grupos de 

Sociedades “1”, de la Administración Central de Fiscalización de Grupos de 

Sociedades, de la Administración General de Grandes Contribuyentes del 

Servicio de Administración Tributaria dio a conocer a ********** los hechos u 

omisiones conocidos que entrañaron incumplimiento de las disposiciones 

fiscales, con relación a la revisión sobre sus estados financieros por el 

ejercicio fiscal de dos mil doce. Ello, a través del oficio **********, de cuatro 

de mayo de dos mil diecisiete. 

 

10. Determinación de crédito fiscal. La Administración de Fiscalización a 

Grupos de Sociedades “5”, dependiente de la Administración Central de 

Fiscalización a Grupos de Sociedades del aludido órgano desconcentrado, 
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le determinó a ********** un crédito fiscal en cantidad total de **********, por 

concepto de impuesto sobre la renta, actualizaciones, recargos y multas, 

por el ejercicio fiscal de dos mil doce. Lo anterior, mediante resolución 

contenida en el oficio ********** de once de septiembre de dos mil dieciocho. 

 

11. Recurso de revocación. En descuerdo con dicha determinación, ********** 

interpuso recurso de revocación, el cual fue resuelto por la Administradora 

de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes del Servicio de 

Administración Tributaria en el sentido de confirmar la resolución recurrida, 

mediante oficio **********, de catorce de mayo de dos mil veinte. 

 

12. Juicio contencioso administrativo federal. En contra de dicha decisión, 

********** promovió juicio contencioso administrativo, del cual correspondió 

conocer a la Décima Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa. Posteriormente, el Pleno de la Sala Superior del 

aludido tribunal ejerció su facultad de atracción, cuyo expediente quedó 

registrado con el número **********, el cual fue resuelto mediante sentencia 

de trece de septiembre de dos mil veintitrés en la que se reconoció la 

validez de la resolución impugnada. 

 

13. Demanda de amparo directo. Inconforme con dicha determinación, 

********** promovió juicio de amparo directo, del cual correspondió conocer 

al Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

cuyo Presidente ordenó su registro con el número de expediente D.A. 

********** y admitió a trámite la demanda, por auto de once de diciembre de 

dos mil veintitrés. 

 

14. Conceptos de violación. Entre otros, la empresa quejosa hizo valer 

conceptos de violación encaminados a cuestionar la constitucionalidad de 

los artículos 24, 25, primer y cuarto párrafos; 31, fracción I, 32, fracción 

XVII, incisos a), b), c) y d); así como 68, todos de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta vigente en dos mil doce. 
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A) Artículo 24 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta. Sostuvo que era contrario al 
principio de seguridad jurídica, al dejar a la 
autoridad un margen de arbitrariedad para 
poder determinar libremente los casos en que 
podrá considerarse que no varía el número de 

acciones de la emisora (aun cuando materialmente se hubieran emitido 
nuevas acciones) derivado de que el tenedor mantiene el mismo 
porcentaje de tenencia accionaria durante el transcurso del tiempo. 

 

B) Artículo 25, primer y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta. Alegó la inconstitucionalidad de dicha porción normativa al 
sostener que vulnera los siguientes principios constitucionales: 
 

El principio de legalidad tributaria debido a que dicho precepto extiende 
la obligación de determinar el costo promedio por acción a las 
sociedades fusionantes bajo un método de recálculo y establece una 
fecha de adquisición distinta a la señalada expresamente. 
 
El principio de proporcionalidad tributaria toda vez que, de acuerdo con 
la interpretación realizada por la Sala responsable, dicho precepto no 
reconoce el derecho que tienen las sociedades fusionantes de sumar al 
costo promedio por acción, las pérdidas fiscales incurridas antes del 
periodo de tenencia y amortizadas durante la tenencia de aquéllas. 
 
El principio de equidad tributaria al establecer un trato diferenciado entre 
sujetos que se encuentran en un mismo plano de igualdad, en atención 
a que a las sociedades causahabientes -fusionantes- no se les permite 
adicionar las pérdidas fiscales incurridas antes de la adquisición de las 
acciones. 

 
C) Artículos 31, fracción I; 32, fracción XVII, incisos a), b), c) y d); así 

como el 68, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
 
Al respecto, la quejosa adujo que si se estimaba correcta la interpretación 
de la Sala responsable, acorde con las normas aludidas, la enajenación 
de acciones tiene necesariamente que reportar beneficios económicos 
y/o financieros al enajenante, so pena de que el costo de las acciones 
enajenadas sea rechazado por la autoridad fiscal, lo cual hacía nugatorio 
el derecho a la libertad de comercio, a la propiedad y al principio de 
autonomía de la voluntad. 
 
Lo anterior, porque si la venta de acciones o de cualquier bien 
necesariamente debe reportar ganancias, entonces el particular no 
puede libremente comercializar bienes, disponer de su patrimonio ni 
contratar con sujeción a sus meros intereses. 
 
Agregó que, si se está obligado a comprobar lo imposible (las ganancias 
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económicas y/o financieras) para que el costo de las acciones cuya 
enajenación causó pérdida no sea rechazado, entonces no existe libertad 
para comercializar ni enajenar las acciones. 
 
Por otra parte, afirmó que las porciones normativas de referencia 
contravienen el principio de legalidad y seguridad jurídica previsto en los 
artículos 14 y 16 constitucionales, ya que en ninguna de éstas que 
establecen los requisitos para que los contribuyentes estén en 
posibilidades de disminuir las pérdidas fiscales derivadas de la 
enajenación de acciones en la determinación de la utilidad o pérdida 
fiscal consolidada, se establecen los conceptos de razón de negocios, 
sustancia económica o pérdida fiscal consolidada para hacer deducibles 
las pérdidas derivadas de una operación por enajenación de acciones, 
como lo interpretó la Sala responsable. 
 
En ese tenor, aseveró que se causa inseguridad jurídica al permitir que 
se apliquen las consecuencias jurídicas de la falta de indispensabilidad 
de un gasto o erogación a la enajenación de acciones, lo cual no 
encuentra cabida en nuestro marco jurídico, pues no existe ley o 
reglamento que así lo establezca. 

 
D) Inconstitucionalidad del artículo 31, fracción I, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 
 
Alegó que existe una antinomia entre esa norma y el artículo 68, en 
relación con el 32, fracción XVII, incisos a), b), c) y d), de esa misma ley, 
y, por ende, se violan los principios de proporcionalidad y de seguridad 
jurídica. 
 
Lo anterior, ya que al exigirse el requisito de estricta indispensabilidad 
regulado en el artículo 31, fracción I, para deducir la pérdida generada 
por la venta de acciones, se hace nugatorio ese derecho; además de que 
ello es contrario a lo establecido en los artículos 68, en relación con el 
32, fracción XVII, incisos a), b), c) y d), de esa misma ley, que establecen 
los requisitos para que la sociedades controladoras puedan disminuir esa 
pérdida, en los que no se contempla la indispensabilidad, lo que genera 
inseguridad jurídica en torno a la norma que puede ser aplicada. 

 

15. Sentencia del juicio de amparo. El Tribunal Colegiado del conocimiento 

negó el amparo solicitado por la quejosa mediante sentencia emitida en 

sesión de diecinueve de junio de dos mil veinticinco. Para arribar a dicha 

conclusión sostuvo, entre otras consideraciones, las siguientes: 

 
15.1 En lo que interesa, estableció que la litis del asunto consistía en determinar 

si el concepto de causahabiencia era una razón válida para considerar que 
la quejosa era propietaria de las acciones materia de la deducción desde el 
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año de mil novecientos ochenta y nueve en que 
tales acciones se emitieron, y si ello se traducía 
en un impedimento para que incluyera el 
concepto de pérdidas fiscales acaecidas antes 
de la adquisición de las acciones derivada de 
la fusión, amortizadas en el periodo de 

tenencia, para el cálculo del costo fiscal de las acciones. 
 
15.2 Fijada así la litis, el órgano colegiado interpretó los artículos 24, fracciones 

I y II, inciso a), y 25, párrafos primero, segundo, tercero y cuarto, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, arribando a la conclusión de que era 
incorrecto el criterio de la Sala responsable en relación con la 
causahabiencia, pues la contribuyente no debía considerarse propietaria 
de las acciones desde el año mil novecientos ochenta y nueva, sino a partir 
del veinte de agosto de dos mil nueve en que tuvo lugar la fusión con la 
cual adquirió indirectamente la titularidad de dichas acciones, por lo que la 
causahabiencia tampoco tenía incidencia en el cálculo del costo fiscal de 
las acciones que se determinó en las operaciones de escisión y de fusión 
previas.  

 
15.3 De esta manera, estimó que la autoridad fiscal y la Sala responsable no 

habían analizado correctamente el costo fiscal de las acciones, pues no 
tomaron en cuenta que se adquirieron en forma escalonada en diversos 
paquetes y en diferentes fechas, por lo que su costo fiscal era diferenciado 
y debió atender a diversos elementos, sin que la autoridad haya analizado 
en forma exhaustiva la evolución de dicho costo fiscal desde su emisión, 
hasta sus enajenaciones por escisión y fusión, que fueron preámbulo de la 
venta realizada por la contribuyente.  

 
15.4 Con motivo de lo anterior, determinó que era innecesario el estudio de 

constitucionalidad de los artículos 24 y 25, primer y cuarto párrafos, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que ese planteamiento estaba 
relacionado con el tema de la causahabiencia, en lo que ya había 
reconocido que tenía razón la quejosa. 

 
15.5 Ahora bien, a pesar de que el Tribunal Colegiado declaró fundados los 

conceptos de violación relacionados con el tema de la causahabiencia y el 
cálculo del costo fiscal de las acciones, determinó que no procedía 
conceder el amparo a la quejosa, toda vez que subsistía la diversa razón 
que la autoridad fiscal expuso para rechazar la deducción efectuada por 
concepto de pérdidas fiscales por enajenación de acciones, consistente en 
que tal deducción no cumplía con el principio de estricta indispensabilidad. 

 
15.6 En efecto, el órgano de amparo determinó que como acertadamente lo 

habían determinado tanto la autoridad hacendaria, como la Sala 
responsable, era procedente el rechazo de las pérdidas por enajenación de 
acciones, ya que la quejosa les dio indebidamente un efecto fiscal que no 
correspondía. 
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15.7 En torno a este tema, el órgano de control constitucional analizó los 
conceptos de violación en los que la quejosa sostuvo que:  
 

• Los artículos 31, fracción I, 32, fracción XVII, incisos a), b), c), y d), así 
como 68, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta contravienen el 
principio fundamental de seguridad jurídica, al señalar que la deducción 
de las pérdidas por enajenación de acciones se encuentra sujeta a que 
se demuestre la estricta indispensabilidad. 
 

• El artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta es 
inconstitucional, pues a partir de la interpretación de la Sala responsable 
se genera una antinomia con lo establecido en los artículos 68 y 32, 
fracción XVII, del mismo ordenamiento. 
 

• El requisito de estricta indispensabilidad no le resulta aplicable, pues no 
lo prevé así el artículo 68, fracción I, inciso e), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, siendo que se trata de una persona moral sujeta al 
régimen de consolidación. 

 
15.8 El órgano de amparo desestimó dichos argumentos. Para ello, tomó en 

consideración lo resuelto por la extinta Primera Sala de esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 316/2008 en el 
que se determinó que, al constituir las pérdidas fiscales un concepto 
sustractivo que tiene lugar antes de aplicar la tasa respectiva del impuesto 
sobre la renta, participan de la situación que impera en el caso de las 
deducciones y, por ende, éstas deben cumplir con los requisitos 
correspondientes para estimar legal su aplicación en el cálculo respectivo 
y respaldar la consecuencia de su aplicación. 
 

15.9 Precisó que en ese precedente se analizó el contenido del artículo 31, 
fracción I, primer párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 
dos mil once y en el que se determinó que todas las deducciones que esa 
ley autoriza para las personas morales deben cumplir con el requisito de 
ser estrictamente indispensables para los fines de la actividad del 
contribuyente. 
 

15.10 Agregó que, de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal Constitucional en 
distintos precedentes, el concepto de estricta indispensabilidad tiene una 
concepción genérica, la cual obedece a la cantidad de supuestos 
casuísticos que podían presentarse y que en cada caso concreto puedan 
recibir el calificativo de “estrictamente indispensables” para la actividad de 
un contribuyente; por tanto, siendo imposible dar una definición que 
abarque todas las hipótesis factibles o establecer reglas generales para su 
determinación, resultaba necesario interpretar dicho concepto atendiendo 
a los fines de cada empresa y al gasto específico de que se trate. 
 

15.11 Asimismo, expuso que se ha sostenido que el carácter “indispensable” de 
un gasto, para efectos de su deducibilidad, se encuentra estrechamente 



                                            AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5145/2025 

 

 
9 
 

vinculado con la consecución del objeto social 
de la empresa, es decir, debe tratarse de una 
erogación necesaria para cumplir sus 
actividades como persona moral y que le 
reporte un beneficio, de tal manera que, de no 
realizarlo, podría tener como consecuencia la 

suspensión de las labores de la empresa o la disminución de éstas, es decir, 
de no llevarse a cabo el gasto se comprometería el funcionamiento regular 
de la negociación, viéndose, en consecuencia, disminuidos sus ingresos. 
 

15.12 Para sustentar tales asertos, el Tribunal Colegiado se apoyó en los 
siguientes criterios: 
 

➢ Tesis aislada 2a. CIII/2004, de rubro: “RENTA. INTERPRETACIÓN 
DEL TÉRMINO ‘ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES’ A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2002).” 

 
➢ Tesis de jurisprudencia 2a./J. 21/2005, de rubro: “RENTA. 

DEDUCCIÓN DE EROGACIONES ESTRICTAMENTE 
INDISPENSABLES PARA EFECTOS DEL IMPUESTO RELATIVO. 
NO PROCEDE CUANDO LA IMPOSIBILIDAD DE RECUPERAR EL 
PAGO DE LA RECLAMACIÓN DE UNA FIANZA DERIVA DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LA INSTITUCIÓN AFIANZADORA A LAS 
OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY FEDERAL DE 

INSTITUCIONES DE FIANZAS”, en la que se estableció cuáles son 
los elementos que sirven para determinar en qué casos puede 
considerarse un gasto como estrictamente indispensable para una 
empresa. 

 
➢ Tesis aislada 1a. XXX/2007, de rubro: “DEDUCCIÓN DE GASTOS 

NECESARIOS E INDISPENSABLES. INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 29 Y 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA.” 

 
15.13 Con base en lo anterior, el Tribunal Colegiado sostuvo que el principio de 

indispensabilidad, aplicado a la deducción de las pérdidas por venta de 
acciones, requiere que las operaciones que la empresa realice persigan la 
obtención de una ganancia efectiva y no la sola adquisición de pérdidas, 
pues ello se traduciría en una disminución artificiosa de la base del 
impuesto que indudablemente trasciende en los ingresos públicos. 
 

15.14 Apuntó que no pasaba desapercibido que, en el ejercicio revisado, la 
quejosa formó parte de un grupo consolidado y que esa circunstancia le 
permitía aminorar las pérdidas por venta de acciones frente a las utilidades 
consolidadas. Sin embargo, determinó que esa posibilidad no podía 
considerarse absoluta o irrestricta, pues en acatamiento al principio de 
indispensabilidad, debía demostrarse que la adquisición de las acciones 
que a la postre dieron origen a la pérdida por su enajenación, persiguió 
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inicialmente la obtención de un ingreso efectivo y no la sola adquisición de 
pérdidas. 
 

15.15 Finalmente consideró que, en el caso, la adquisición indirecta que en su 
momento aconteció, no se tradujo en una ganancia o ingreso para la 
quejosa, por lo que dicha operación no satisfizo el requisito de estricta 
indispensabilidad en términos del artículo 31, fracción I, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. 
 

15.16 Por otra parte, el órgano colegiado declaró infundados los planteamientos 
de inconstitucionalidad de los artículos 31, fracción I, 32, fracción XVII, 
incisos a), b), c) y d), así como el 68 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
por violación al principio de seguridad jurídica al señalar que la deducción 
de las pérdidas por enajenación de acciones se encuentra sujeta a que se 
demuestre la estricta indispensabilidad; y del 31, fracción I, por generar una 
antinomia con lo establecido en los artículos 68 y 32, fracción XVII, de la 
propia ley. 
 

15.17 Para sustentar dicha calificativa, se apoyó en los criterios siguientes: 
 

➢ Tesis de jurisprudencia 1a./J. 15/2011, de rubro: “DEDUCCIONES 
ESTRUCTURALES Y NO ESTRUCTURALES. RAZONES QUE 
PUEDEN JUSTIFICAR SU INCORPORACIÓN EN EL DISEÑO 
NORMATIVO DEL CÁLCULO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.” 
 

➢ Tesis aislada 2a. CXXXI/2017 (10a.), de rubro: “RENTA. 
NATURALEZA DE LAS PÉRDIDAS FISCALES EN RELACIÓN CON 
EL IMPUESTO RELATIVO” 

 
15.18 Con base en esos criterios y en la interpretación de las normas 

impugnadas, el Tribunal Colegiado concluyó que la estricta 
indispensabilidad no es privativa de los gastos, sino que es aplicable a 
cualquier concepto de deducción, tal como lo prevé el artículo 31, fracción 
I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta y que, aun cuando el artículo 68, 
fracción I, inciso e), de esa misma ley reconoce la aminoración de las 
pérdidas por venta de acciones, debe tenerse en consideración que dicha 
norma no es autónoma, pues se encuentra estrechamente relacionada con 
las demás disposiciones que rigen el tributo. Por tanto, estimó que debe 
tenerse presente que la aminoración de pérdidas por venta de acciones no 
es absoluta, pues se encuentra sujeta a los principios que rigen a las 
deducciones, como es el relativo a la estricta indispensabilidad. 
 

15.19 Así, puntualizó que la procedencia de la disminución sujeta a la 
demostración de la estricta indispensabilidad no genera inseguridad 
jurídica en los contribuyentes, ni configura una antinomia normativa. 
 

16. Recurso de revisión. En desacuerdo con dicha resolución, la empresa 
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quejosa **********, por conducto de su 

apoderada legal **********, interpuso recurso de 

revisión mediante escrito presentado vía 

electrónica el catorce de julio de dos mil 

veinticinco, en el cual hace valer siete agravios, en los que sustancialmente 

manifiesta lo siguiente: 

 

16.1 En su primer agravio, la quejosa recurrente aduce que el órgano colegiado 
omitió el estudio relativo a la inconstitucionalidad del artículo 31, fracción I, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta por contravenir los derechos 
fundamentales de libertad de comercio y autonomía de la voluntad. 

 
16.2 Al respecto, afirma que en su vigésimo tercer concepto de violación sostuvo 

que los artículos 68, 64, 32 y 31, todos de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, transgreden el derecho fundamental de libertad de comercio y el 
principio de autonomía de la voluntad reconocidos en el artículo 5 
constitucional,  al establecer la estricta indispensabilidad como requisito de 
deducibilidad y con ello el deber de demostrar el beneficio económico o 
financiero de la operación a deducir, lo que no se analizó en la sentencia 
recurrida. 

 
16.3 En su segundo agravio, insiste en la inconstitucionalidad del artículo 31, 

fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta por vulnerar el principio de 
seguridad jurídica. 
 

16.4 Al respecto, alega que el órgano colegiado consideró que el requisito de 
estricta indispensabilidad contenido en el artículo 31, fracción I, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta implica que la operación que genera dicha 
deducción debe cumplir con el principio de indispensabilidad, esto es, que 
tenga razón de negocio y sustancia económica, lo cual afirma, causa 
inseguridad jurídica, porque los contribuyentes no saben a qué atenerse 
para demostrar que la deducción tiene un origen de licitud y esos atributos. 
 

16.5 Asegura que lo anterior permite que sean las autoridades fiscales quienes 
determinen cuándo hay o no razón de negocios y sustancia económica en 
una operación que da origen a una deducción y así calificar la 
indispensabilidad, lo que deja a los contribuyentes en un estado de 
inseguridad jurídica. 
 

16.6 En su tercer agravio, la recurrente sostiene que en la sentencia 
impugnada el tribunal colegiado decidió no estudiar los planteamientos de 
inconstitucionalidad que hizo valer respecto de los artículos 24 y 25, primer 
y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al considerar que 
resultó errónea la interpretación realizada por la Sala responsable y la 
autoridad fiscal en relación con las figuras de la causahabiencia y su 
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incidencia en el cálculo del costo fiscal de las acciones transmitidas, por lo 
que resultaba innecesario abordar los temas de inconstitucionalidad 
planteados. 
 

16.7 Afirma que dicha determinación contraviene el principio de mayor beneficio 
que hubiera obtenido con el análisis de fondo de la inconstitucionalidad de 
las normas generales impugnadas, en tanto que, de resultar fundados los 
conceptos de violación respectivos, se impediría que se le volvieran a 
aplicar las normas ya referidas. 
 

16.8 En ese sentido, insiste en la inconstitucionalidad de los artículos 24 y 25, 
primer y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto sobre la Renta y reitera los 
planteamientos que formuló desde la demanda de amparo al respecto. 
 

16.9 En su cuarto agravio, reitera que el artículo 25, primer y cuarto párrafos, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta vulnera el principio de legalidad 
tributaria, debido a que (i) se establece un momento de transmisión de 
bienes (acciones) novedoso que no está contemplado en la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y (ii) se extiende la responsabilidad jurídica 
(obligación) de determinar el costo promedio por acción a una persona 
distinta del causante del impuesto. 
 

16.10 En su quinto agravio, insiste en que el artículo 25, cuarto párrafo, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta infringe el principio de proporcionalidad 
tributaria, ya que no reconoce el derecho que tienen las sociedades 
fusionantes de sumar al costo comprobado de adquisición las pérdidas 
fiscales incurridas antes de la tenencia de las acciones y saldos de la 
CUFIN (cuenta de utilidad fiscal neta), lo que desconoce su verdadera 
capacidad contributiva. 
 

16.11 En su sexto agravio, reitera que el artículo 25, cuarto párrafo, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta transgrede el principio de equidad tributaria, al 
establecer un trato diferenciado entre sujetos que se encuentran en un 
plano de igualdad, en atención a que a las sociedades “causahabientes”  
-fusionantes- no les es permitido adicionar las pérdidas fiscales incurridas 
antes de la adquisición de las acciones y tampoco les es permitido adicionar 
el diferencial de saldos de CUFIN, siendo que a las demás sociedades que 
adquieran acciones con posterioridad a la incursión de pérdidas fiscales y 
que tengan saldos de CUFIN, sí se les permite adicionar dichos elementos. 
 

16.12 Por último, en su séptimo agravio, cuestionó que en la sentencia recurrida 
el Tribunal Colegiado no aplicó criterios emitidos por la Suprema Corte en 
el sentido de que se protege la base gravable con la limitante a que hace 
referencia el artículo 32, fracción XVII, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente en dos mil doce, y no así con el cumplimiento del requisito 
de estricta indispensabilidad.  
 

16.13 Por ello, la recurrente pretende que en esta instancia se analice la 
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incompatibilidad de la estricta 
indispensabilidad y la deducción de pérdida 
fiscal por venta de acciones, tomando en 
consideración precedentes de la anterior 
integración de la Suprema Corte en los que se 
señaló que la forma de evitar prácticas 

evasivas era exclusivamente la limitante contenida en el artículo 32, 
fracción XVIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 

17. Trámite del recurso de revisión ante esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. El Ministro Presidente de este Tribunal Constitucional admitió 

el recurso de revisión de que se trata, ordenó registrarlo bajo el número de 

expediente 5145/2025, así como su turno a la Ponencia de su adscripción 

para la elaboración del proyecto respectivo. Ello, mediante acuerdo de diez 

de septiembre de dos mil veinticinco. 

 

18. Revisión adhesiva. El titular de la Dirección General de Asuntos 

Contenciosos y Procedimientos, en suplencia por ausencia de la persona 

titular de la Subprocuraduría Fiscal Federal de Amparos y en ausencia de 

las personas titulares de las Direcciones Generales de Amparos contra 

Leyes y de Amparos contra Actos Administrativos, en representación del 

titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público interpuso recurso de 

revisión adhesiva, mediante oficio presentado vía electrónica el dos de 

octubre de dos mil veinticinco, el cual fue admitido por el Ministro 

Presidente de este Tribunal Constitucional por auto dictado el día siete 

siguiente.  

 
II. COMPETENCIA 

 

19. La Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del 

presente recurso de revisión en términos de lo dispuesto en los artículos 

107, fracción IX, de la Constitución General, 16, fracción IV, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en el punto 

Segundo, fracción VIII, inciso b), del Acuerdo General 2/2025 (12a.) del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre 

de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia 
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y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales. Lo anterior, 

ya que el presente recurso fue interpuesto en contra de una sentencia de 

amparo directo dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito. 

 

III. OPORTUNIDAD 

 

20. La sentencia recurrida fue notificada vía electrónica a la parte quejosa el 

miércoles dos de julio de dos mil veinticinco, la cual surtió sus efectos al día 

hábil siguiente, esto es, el jueves tres, por lo que el plazo de diez días 

previsto por el artículo 86 de la Ley de Amparo para interponer el recurso 

de revisión, transcurrió del viernes cuatro de julio al lunes cuatro de agosto 

de dos mil veinticinco, descontando los días cinco, seis, doce y trece de 

julio, así como dos y tres de agosto del mismo año, por ser sábados y 

domingos y, por tanto, inhábiles de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 19 del ordenamiento referido y 229 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación; así como del dieciséis al treinta y uno de julio de 

la misma anualidad por corresponder al primer periodo vacacional del 

órgano colegiado del conocimiento.1 

 

21. De ahí que, si el recurso de revisión se presentó vía electrónica el catorce 

de julio de dos mil veinticinco, se concluye que su interposición fue 

oportuna. 

 

22. De igual manera, el recurso de revisión adhesiva también fue interpuesto 

de manera oportuna, ya que el acuerdo por el que se admitió el recurso de 

revisión principal fue notificado por oficio a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público el martes treinta de septiembre de dos mil veinticinco, 

surtiendo efectos ese mismo día, por lo que el plazo de cinco días a que se 

refiere el artículo 82 de la Ley de Amparo, transcurrió del uno al siete de 

octubre del año referido, descontando los días cuatro y cinco del mismo 

mes y año por ser sábado y domingo, respectivamente. Por tanto, si la 

 
1 Ello, acorde con lo dispuesto en los artículos 76 y 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación.  
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adhesión al recurso principal se presentó vía 

electrónica el dos de octubre de dos mil 

veinticinco, se deduce que ello fue en tiempo. 

 

IV. LEGITIMACIÓN 

 

23. El presente recurso de revisión fue interpuesto por parte legitimada, toda 

vez que **********, por conducto de **********, cuenta con legitimación para 

ello, al ser la primera la parte quejosa en el juicio de amparo cuya sentencia 

aquí se recurre y, la segunda, su apoderada, calidad que se le reconoció 

en el juicio de amparo directo D.A. **********, mediante acuerdo de once de 

diciembre de dos mil veintitrés.  

 

24. Asimismo, la adhesión al recurso de revisión principal también fue 

interpuesta por parte legitimada en términos de lo establecido en el artículo 

5, fracción III, inciso b)2, de la Ley de Amparo, toda vez que la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público tiene el carácter de tercera interesada, 

calidad que se le reconoció por auto de once de diciembre de dos mil 

veintitrés dictado en el juicio de amparo. 

 

V. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 

25. En primer término, se debe establecer si el recurso de revisión de que se 

trata es o no procedente. 

 

26. Dicho medio de impugnación justifica su procedencia si se actualizan los 

requisitos fundamentales previstos para ello en los artículos 107, fracción 

 
2 “Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: (…) III. El tercero interesado, pudiendo tener tal 
carácter: (…) b) La contraparte de la persona quejosa cuando el acto reclamado emane de un juicio 
o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona 
extraña al procedimiento, la que tenga interés contrario al de la persona quejosa; (…)” 
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IX, de la Constitución General;3 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo4, 

así como en el Acuerdo General 3/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, 

que regula la procedencia y trámite de los recursos de revisión en amparo 

directo. 

 

27. De los preceptos antes señalados, así como del punto Tercero, fracción II, 

del Acuerdo General referido, se advierte que las sentencias que emitan los 

Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo que se 

reúnan las características siguientes: 

 
Exista alguna cuestión propiamente constitucional con motivo de que:   
 

a) En la sentencia impugnada se haya realizado un pronunciamiento 
sobre la constitucionalidad de una norma general; 
 

b) En la sentencia recurrida se haya efectuado la interpretación directa 
de un precepto de la Constitución General o de un derecho humano 
reconocido en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte; o bien, 

 
c) Que el órgano colegiado haya omitido el estudio de dichas 

cuestiones cuando ello se haya planteado en la demanda de 
amparo.  

 

 
3 “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley 
reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: […] IX. En materia de amparo directo procede 
el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de 
normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan 
decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de 
derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales, sin poder comprender otras. En contra del auto que deseche el recurso no 
procederá medio de impugnación alguno; […]”. 
4 “Artículo 81. Procede el recurso de revisión: […] II. En amparo directo, en contra de las sentencias 
que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir 
sobre tales cuestiones cuando hubiesen sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación al asunto revista un interés excepcional en materia de constitucionalidad o 
de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales, sin poder comprender otras”.  
“Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo 
por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá únicamente 
sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos 
establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte”. 
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28. Estos requisitos son alternativos, es 

decir, basta que se actualice uno u otro para 

que, en principio, resulte procedente el recurso 

de revisión en los juicios de amparo directo. Sin 

embargo, aunado a la presencia de alguno de estos requisitos y de 

conformidad con la reforma a la fracción IX del artículo 107 de la 

Constitución Federal de once de marzo de dos mil veintiuno, así como con 

el punto Tercero, fracción III, del Acuerdo General de referencia, para que 

el recurso de revisión en amparo directo sea procedente es necesario, 

además, que a juicio de este Tribunal Constitucional el asunto revista un 

interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. 

 

29. Cabe destacar que uno de los principales propósitos de la reforma a la 

fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal de once de marzo de 

dos mil veintiuno, radicó en consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación como un tribunal constitucional que concentre sus energías 

únicamente en los asuntos más relevantes para el orden jurídico nacional, 

razón por la cual es de notoria relevancia que este Tribunal Constitucional 

se avoque al conocimiento de asuntos que constituyan una verdadera 

oportunidad de emprender estudios novedosos, relevantes e insólitos que 

tengan un impacto y alcance superior para el orden jurídico nacional, lo que 

no acontece cuando existe jurisprudencia que define el tema que subsiste 

en el recurso de revisión, o bien, cuando se advierte un impedimento 

técnico para analizarlo, esto es, si los agravios relativos resultan 

inoperantes, ineficaces o insuficientes. 

 

30. Asimismo, en relación con lo anterior, se debe tener presente que en 

términos de lo previsto en el punto Cuarto del Acuerdo General antes 

mencionado en el que se establecen diversos criterios orientadores 

respecto del requisito de interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos, se considera que un recurso de revisión en amparo 

directo reviste dicho interés, entre otros, en los siguientes supuestos: 
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I. El asunto plantee una problemática novedosa o que requiera un 
análisis más profundo por la Suprema Corte de Justicia, 
especialmente en torno a la interpretación de normas 
constitucionales o de derechos humanos; 
 

II. El problema jurídico involucre una violación grave a los derechos 
humanos; 

 
III. Si la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito hace una 

interpretación restrictiva de algún precepto de la Constitución General 
o de derechos humanos; o 

 
IV. La sentencia recurrida contradiga o desconozca un criterio sostenido 

por la Suprema Corte en materia constitucional o de derechos 
humanos. 

 

31. De lo anterior se desprende la naturaleza excepcional del recurso de 

revisión tratándose de juicios de amparo directo, es decir, toda vez que por 

mandato constitucional se reservó la posibilidad de recurrir las sentencias 

dictadas por un Tribunal Colegiado de Circuito únicamente en los casos en 

que subsista un genuino problema de constitucionalidad, se excluye la 

posibilidad de revisar los problemas jurídicos de mera legalidad en los 

cuales los referidos órganos colegiados son terminales. 

 

32. De modo que la procedencia del recurso de revisión en amparo directo está 

determinada por la concurrencia de dos condiciones necesarias y 

conjuntamente suficientes, a saber: 

 
A. La  existencia de una cuestión propiamente constitucional, 
entendida como un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de 
una norma general, o bien, sobre la interpretación directa de un 
precepto de la Constitución General o de un derecho humano 
previsto en un Tratado Internacional del que el Estado Mexicano es 
parte, o bien, que habiéndose planteado esas cuestiones en los 
conceptos de violación, el órgano colegiado hubiera omitido su 
pronunciamiento todo lo cual conduce a estimar que subsiste el 
problema de constitucionalidad, y; 
 
B. Que el asunto revista un interés excepcional en materia 
constitucional o de derechos humanos. 

 

33. Conforme a los parámetros antes relatados, este Tribunal Pleno arriba a la 
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conclusión de que el presente recurso de 

revisión no es procedente, por lo que no 

amerita un estudio de fondo. 

 

34. El recurso de revisión que nos ocupa cumple con el primer requisito 

necesario para su procedencia, relativo a la existencia de una cuestión 

propiamente constitucional, toda vez que en la demanda de amparo se 

planteó la inconstitucionalidad de los artículos 24, 25, primer y cuarto 

párrafos; 31, fracción I, 32, fracción XVII, incisos a), b), c) y d); así como 

68, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en dos mil doce a 

la luz de diversos derechos fundamentales y principios constitucionales, 

mientras que en la sentencia recurrida se abordó su análisis bajo las 

consideraciones sustentadas por el órgano colegiado antes sintetizadas.  

 

35. Sin embargo, no se colma el segundo requisito de procedencia del 

recurso de revisión, toda vez que los temas de constitucionalidad 

planteados no revisten interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos, ya que los agravios no son aptos ni suficientes para 

estimar controvertida la determinación del tribunal colegiado en torno a los 

mismos, lo que se demuestra a continuación. 

 

36. El primer agravio formulado por la quejosa recurrente en el que aduce que 

el órgano colegiado omitió el estudio relativo a la inconstitucionalidad del 

artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta por contravenir 

los derechos fundamentales de libertad de comercio y autonomía de la 

voluntad, al establecer que para acceder a la deducción de la pérdida por 

enajenación de acciones, debe demostrase que la operación irrogó 

beneficios económicos y/o financieros, no es apto para revocar la 

sentencia recurrida. 

 

37. Ello se considera así, ya que tal afirmación es inexacta, pues el Tribunal 

Colegiado sí analizó el vigésimo tercer concepto de violación en el que se 

planteó dicho tema de constitucionalidad. 
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38. Lo anterior, se corrobora de la sentencia recurrida en la que se advierte que 

el órgano de control constitucional sí se ocupó del argumento en el que la 

inconforme expuso que los artículos 68, 64, 32 y 31 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta transgreden la libertad de comercio y el principio de 

autonomía de la voluntad, al establecer que para acceder a la deducción 

de la pérdida por enajenación de acciones, debe demostrarse que la 

operación irrogó beneficios económicos y/o financieros, el cual declaró 

infundado. 

 

39. Para motivar su estudio, el órgano de amparo se apoyó en diversos criterios 

emitidos por la anterior integración de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los cuales se analizó el concepto de indispensabilidad como 

requisito de las deducciones, de ahí que no existe la alegada omisión. 

 

40. Por tanto, toda vez que el agravio referido se sostiene sobre una premisa 

falsa, procede decretar su inoperancia. Al respecto, cobra aplicación el 

criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a), emitida por la 

extinta Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

esta nueva integración comparte, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES. 

LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS”.5 

 

41. Asimismo, el segundo agravio en el que la quejosa recurrente insiste en 

la inconstitucionalidad del artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta porque contraviene el principio de seguridad jurídica, bajo 

el argumento de que si se considera que el concepto de estricta 

indispensabilidad implica demostrar la “razón de negocio” y “sustancia 

económica” de las operaciones realizadas por los contribuyentes, ello 

propiciaría la arbitrariedad de la autoridad fiscal para determinar cuándo 

están presentes esos elementos, no es apto para revocar la sentencia 

 
5 De texto siguiente: “Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya 
que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no 
resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”. 
Publicada en la Décima Época del Semanario Judicial y su Gaceta, libro XIII, octubre de 2012, tomo 
3, página 1326. 
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impugnada, pues dicho planteamiento no 

daría lugar a un criterio que revista interés 

excepcional en materia constitucional ni de 

derechos humanos. 

 

42. Cabe recordar que al respecto, el órgano colegiado sostuvo que de acuerdo 

con lo resuelto por este Tribunal Constitucional en distintos precedentes, el 

concepto de estricta indispensabilidad tiene una concepción genérica, la 

cual obedece a la cantidad de supuestos casuísticos que podían 

presentarse y que en cada caso concreto puedan recibir el calificativo de 

“estrictamente indispensables” para la actividad de un contribuyente; por 

tanto, siendo imposible dar una definición que abarque todas las hipótesis 

factibles o establecer reglas generales para su determinación, resultaba 

necesario interpretar dicho concepto atendiendo a los fines de cada 

empresa y al gasto específico de que se trate. 

 

43. De igual forma, expuso que se ha sostenido que el carácter “indispensable” 

de un gasto, para efectos de su deducibilidad, se encuentra estrechamente 

vinculado con la consecución del objeto social de la empresa, es decir, debe 

tratarse de una erogación necesaria para cumplir sus actividades como 

persona moral y que le reporte un beneficio, de tal manera que, de no 

realizarlo, podría tener como consecuencia la suspensión de las labores de 

la empresa o la disminución de éstas, es decir, de no llevarse a cabo el 

gasto se comprometería el funcionamiento regular de la negociación, 

viéndose, en consecuencia, disminuidos sus ingresos. 

 

44. Ciertamente, lo resuelto por el órgano de amparo en el sentido apuntado y 

en torno a lo cual la recurrente expresa el agravio analizado, no reviste 

interés excepcional, toda vez que existen diversas tesis aisladas y 

jurisprudencias emitidas por la anterior integración de esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que esta nueva integración comparte, en relación 

con el tema planteado, incluso, algunas ya citadas por el Tribunal 

Colegiado, en las que se ha considerado que para dar contenido al 
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concepto de estricta indispensabilidad, es inviable exigir que la norma 

establezca casuísticamente todos los supuestos que pudieren actualizarlo, 

por lo que es necesaria la interpretación de las autoridades aplicadoras de 

la norma para determinar, en los casos concretos, cuándo una operación 

encuadra en la hipótesis normativa.   

 

45. En efecto, en el amparo directo en revisión 3794/2023, resuelto por la 

extinta Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se 

analizó la regularidad constitucional del artículo 31, fracción I, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, en relación con el principio de seguridad jurídica, 

en tanto permite que las autoridades fiscales requieran a los contribuyentes 

el cumplimiento de requisitos no previstos legalmente para determinar si 

los gastos son deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, y se 

determinó que ese precepto presenta la claridad suficiente para que las 

personas sepan si el gasto erogado es deducible, lo que se sustentó en los 

términos siguientes: 

 

“(…) 

71. Esto es, el artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, señala que las personas jurídicas pueden deducir, entre 
otros conceptos, los gastos estrictamente indispensables para los 
fines de la actividad del contribuyente.  

72. Como lo indicó esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la tesis de rubro: “DEDUCCIÓN DE 
GASTOS NECESARIOS E INDISPENSABLES. INTERPRETACIÓN 
DE LOS ARTÍCULOS 29 Y 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA”6,  tal disposición, contenida en el 
artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, efectúa 
una mención genérica que se justifica al atender a la cantidad de 
supuestos casuísticos, que en cada caso concreto puedan recibir el 
calificativo de “estrictamente indispensables”.  

73. El carácter de indispensabilidad está vinculado con la 
consecución del objeto social de la empresa, es decir, debe tratarse 
de un gasto necesario para sus actividades y que le reporte un 
beneficio, de tal manera que, de no realizarlo, traería como 
consecuencia la suspensión o la disminución de sus actividades y 
con ello la disminución en sus ingresos. 

74. A partir de la indispensabilidad de la deducción, se desprende 
su relación con lo ordinario de su desembolso. Dicho carácter 

 
6 Registro digital 173334. 
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ordinario constituye un elemento variable, 
afectado por las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar de la erogación. 

75. Por tanto, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 31, fracción I, de la 

Ley del Impuesto Sobre la Renta, que prevé el concepto de 
estrictamente indispensable para que un gasto sea deducible, 
respeta el principio de seguridad jurídica porque permite a las 
personas comprender que aquellas erogaciones relacionadas con la 
operación normal de la empresa y mediante las que procura la 
obtención de sus ingresos se clasifican como estrictamente 
indispensables. 

76. En sintonía, esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación también determina que el artículo 31, fracción 
XII, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que señala los supuestos 
en los que una prestación es otorgada de manera general para 
considerar su deducción como gasto de previsión social, respeta el 
principio de seguridad jurídica porque permite a las personas 
comprender los supuestos en los que la erogación se considera 
otorgada de manera general para acceder a su deducción. (…)” 

 

46. De manera que en dicho precedente vinculante, se determinó que el 

artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta que señala el 

requisito de que las deducciones deben ser estrictamente indispensables 

para los fines de la actividad del contribuyente, respeta el principio de 

seguridad jurídica porque permite a las personas comprender los supuestos 

en los que la erogación se considera otorgada con tales fines, y que en 

cada caso específico pueda recibir el calificativo de “estrictamente 

indispensable”. 

 

47. Además, existen otros precedentes de la anterior integración de este 

Tribunal Constitucional sobre el tema de las erogaciones estrictamente 

indispensables para efectos de deducción de impuestos, que orientan la 

conclusión que sostuvo el órgano de amparo al respecto y de los que han 

derivado los criterios siguientes, mismos que esta nueva integración de la 

Suprema Corte comparte:  

 
Tesis de jurisprudencia 2a./J. 21/2005, de rubro: “RENTA. DEDUCCIÓN 
DE EROGACIONES ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES PARA 
EFECTOS DEL IMPUESTO RELATIVO. NO PROCEDE CUANDO LA 
IMPOSIBILIDAD DE RECUPERAR EL PAGO DE LA RECLAMACIÓN DE 
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UNA FIANZA DERIVA DEL INCUMPLIMIENTO DE LA INSTITUCIÓN 
AFIANZADORA A LAS OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY 
FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS.”7 
 
Tesis aislada 1a. XXX/2007, de rubro: “DEDUCCIÓN DE GASTOS 
NECESARIOS E INDISPENSABLES. INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 29 Y 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA.”8 
 
Tesis aislada 2a. CIII/2004, de rubro: “RENTA. INTERPRETACIÓN DEL 
TÉRMINO "ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES" A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2002).”9 
 
Tesis de jurisprudencia P./J. 109/99, de rubro: “CAPACIDAD 
CONTRIBUTIVA. CONSISTE EN LA POTENCIALIDAD REAL DE 
CONTRIBUIR A LOS GASTOS PÚBLICOS.”10 
 
Tesis aislada 2a. CLVII/2001, de rubro: “RENTA. PARA ABORDAR EL 
ESTUDIO DE LA PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD DE LAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, DEBE 
TENERSE PRESENTE QUE LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS 
GOBERNADOS NO SE DETERMINA ÚNICAMENTE POR LA CUANTÍA 
EN QUE AQUÉLLA SE OBTIENE, SINO TAMBIÉN POR LA FUENTE DE 
LA QUE PROVIENE O, INCLUSO, POR LAS CIRCUNSTANCIAS QUE 
RODEAN SU GENERACIÓN.”11 
 
Tesis de jurisprudencia 1a./J. 15/2011, de rubro: “DEDUCCIONES 
ESTRUCTURALES Y NO ESTRUCTURALES. RAZONES QUE PUEDEN 
JUSTIFICAR SU INCORPORACIÓN EN EL DISEÑO NORMATIVO DEL 
CÁLCULO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.”12 
 
Tesis aislada 2a. CXXXI/2017 (10a.), de rubro: “RENTA. NATURALEZA 
DE LAS PÉRDIDAS FISCALES EN RELACIÓN CON EL IMPUESTO 
RELATIVO.”13 
 

 
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXI, marzo de 2005, página 
257. 
8 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, febrero de 2007, 
página 637. 
9 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XX, diciembre de 2004, 
página 565. 
10 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo X, noviembre de 1999, 
página 22. 
11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XIV, agosto de 2001, 
página 247. 
12 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXIII, febrero de 2011, 
página 170. 
13 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 46, septiembre de 2017, 
tomo I, página 780. 
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Tesis de jurisprudencia 2a./J. 25/2017 (10a.), 
de rubro: “RENTA. EL CONCEPTO DE 
NECESARIA VINCULACIÓN DE LAS 
EROGACIONES CON LA GENERACIÓN 
DEL INGRESO Y LA CLASIFICACIÓN DE 
LAS DEDUCCIONES EN ESTRUCTURALES 

Y NO ESTRUCTURALES, SON APLICABLES PARA PERSONAS 
FÍSICAS Y MORALES CONTRIBUYENTES DEL IMPUESTO 
RELATIVO.”14 
 
Tesis de jurisprudencia 1a./J. 79/2002, de rubro: “RENTA. EL ARTÍCULO 
25, FRACCIÓN XVIII, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY QUE 
ESTABLECE EL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE EN MIL 
NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO, AL PREVER QUE PARA QUE 
SEAN DEDUCIBLES LAS PÉRDIDAS ORIGINADAS POR LA 
ENAJENACIÓN DE ACCIONES Y OTROS TÍTULOS VALOR, SE 
REQUIERE QUE ESA OPERACIÓN SE HAYA EFECTUADO 
CONFORME A LOS LINEAMIENTOS SEÑALADOS POR LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO MEDIANTE 
REGLAS DE CARÁCTER GENERAL, TRANSGREDE LA GARANTÍA 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.”15 
 

48. En suma, existen diversos criterios vinculantes emitidos por la anterior 

integración de este Tribunal Constitucional que se comparten, que 

evidencian una doctrina consistente respecto a que no existe vicio de 

inseguridad jurídica en la norma que prevé el concepto de estricta 

indispensabilidad, además de que es factible que, en cada caso, según la 

actividad económica del contribuyente y la naturaleza de sus operaciones, 

se pueda establecer si se actualiza o no ese requisito, de manera que en 

esta instancia no subsiste una cuestión constitucional novedosa y de 

interés excepcional de la que pueda ocuparse esta Suprema Corte por lo 

que hace al tema planteado en este aspecto. 

 

49. No pasa inadvertido que tanto en el primer agravio, como en el segundo, 

la quejosa recurrente afirma que es necesario determinar: a) si la estricta 

indispensabilidad como un requisito de las deducciones autorizadas implica 

que deben comprobarse los beneficios económicos y financieros de la 

 
14 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 40, marzo de 2017, tomo II, 
página 822. 
15 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVI, diciembre de 2002, 
página 172. 
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deducción; y b) si para que una operación sea estrictamente indispensable, 

debe tener una razón de negocios y sustancia económica, pretendiendo 

demostrar que tales planteamientos implican un tema propiamente 

constitucional en relación con el derecho a la seguridad jurídica, el derecho 

a la libertad de comercio y al principio de autonomía de la voluntad. 

 

50. Sin embargo, como ya quedó precisado, en el amparo directo en revisión 

3794/2023 antes invocado, se determinó que la mención genérica del 

concepto de deducción de gastos necesarios e indispensables contenida 

en el artículo 31, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, es 

constitucional y se justifica al atender a la cantidad de supuestos 

casuísticos que puede recibir el calificativo de “estrictamente 

indispensables". 

 

51. En este contexto, es claro que las cuestiones apuntadas que la recurrente 

señala que deben esclarecerse como parte del análisis de la regularidad 

constitucional de la norma general aludida, en realidad se tratan de 

aspectos que atañen a su aplicación, pues depende del análisis del caso 

particular demostrar en qué consiste el requisito de estricta 

indispensabilidad, atendiendo a la interpretación del régimen legal que se 

aplique a cada contribuyente y a las cuestiones fácticas que se demuestren; 

de modo que cualquier controversia al respecto, de someterse a escrutinio 

jurisdiccional, correspondería a un análisis en materia de legalidad. De ahí, 

la inoperancia de esta parte de los agravios mencionados. 

 

52. Sustenta lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia 1a./J. 56/2007, 

emitida por la extinta Primera Sala de este Tribunal Constitucional, que esta 

nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 

LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES”.16 

 
16 Del texto siguiente: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión en 
amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia el 
estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre 
constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, 
como argumentos de mera legalidad, estos deben desestimarse por inoperantes”. Publicada en el 
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53. La misma calificativa de inoperancia 

merece el séptimo agravio de la recurrente 

en el que aduce que la decisión del Tribunal 

Colegiado no es acorde con criterios 

sustentados por la anterior integración de esta Suprema Corte en el sentido 

de que se protege la base gravable con la limitante a que hace referencia 

el artículo 32, fracción XVII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 

en dos mil doce, y no así con el cumplimiento del requisito de estricta 

indispensabilidad. 

 

54. Por ello, la recurrente pretende que en esta instancia se analice la 

incompatibilidad de la estricta indispensabilidad y la deducción de pérdida 

fiscal por venta de acciones, tomando en consideración precedentes de la 

anterior integración de esta Suprema Corte en los que se señaló que la 

forma de evitar prácticas evasivas era exclusivamente la limitante contenida 

en el artículo 32, fracción XVIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

55. Sin embargo, la aplicación de criterios jurisprudenciales de este Tribunal 

Constitucional constituye una cuestión de legalidad, máxime que el análisis 

que la recurrente propone se circunscribe a un tema de esta naturaleza, lo 

cual no hace procedente este medio de impugnación excepcional.  

 

56. En ese sentido, cobra aplicación el criterio contenido en la jurisprudencia 

1a./J. 103/2011, emitido por la extinta Primera Sala de esta Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 

NACIÓN. SU APLICACIÓN REPRESENTA UNA CUESTIÓN DE MERA 

LEGALIDAD, AUN CUANDO SE REFIERA A LA 

INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES O A LA INTERPRETACIÓN 

DIRECTA DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES.”17 

 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, mayo de 2007, página 
730. 
17 Del texto siguiente: “La aplicación de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación a un caso concreto por las autoridades jurisdiccionales representa una cuestión de 
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57. Además, la recurrente se limita a señalar que por ello es procedente el 

recurso de revisión, sin exponer razonadamente por qué no comparte las 

consideraciones que al respecto sustentó el órgano colegiado, de ahí 

también la inoperancia del agravio referido. Lo anterior de conformidad 

con la jurisprudencia 1a./J. 81/2002, sustentada por la extinta Primera Sala 

de este Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de 

rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO 

PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA 

CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O 

RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES 

SIN FUNDAMENTO”.18 

 

58. De igual forma, es inoperante el tercer agravio en el que la recurrente 

sostiene que en la sentencia impugnada el Tribunal Colegiado decidió no 

estudiar los planteamientos de inconstitucionalidad que hizo valer respecto 

de los artículos 24 y 25, primer y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, al considerar que resultó errónea la interpretación realizada 

por la Sala responsable y la autoridad fiscal en relación con las figuras de 

la causahabiencia y su incidencia en el cálculo del costo fiscal de las 

acciones transmitidas, por lo que resultaba innecesario abordar los temas 

de inconstitucionalidad planteados. 

 

59. Afirma que dicha determinación contraviene el principio de mayor beneficio 

que hubiera obtenido con el análisis de fondo de la inconstitucionalidad de 

las normas generales impugnadas, en tanto que, de resultar fundados los 

conceptos de violación respectivos, se impediría que se le volvieran a 

aplicar las normas referidas. 

 

mera legalidad, aun cuando el criterio contenido en ella se refiera a temas de inconstitucionalidad de 
leyes o de interpretación directa de preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque la autoridad jurisdiccional correspondiente no hace un nuevo estudio 
constitucional, sino que se limita a acatar el contenido del artículo 192 de la Ley de Amparo, que la 
vincula a aplicar el criterio jurisprudencial correspondiente al supuesto que juzga.” Publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXIV, septiembre de 2011, 
página 754. 
18 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVI, diciembre de 2002, 
página 61. 
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60. En esta tesitura, insiste en la 

inconstitucionalidad de los artículos 24 y 25, 

primer y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta y reitera los planteamientos que 

formuló desde la demanda de amparo al respecto. 

 

61. Lo anterior se estima así, porque la recurrente parte de una premisa 

equivocada al afirmar que el análisis de constitucionalidad de una norma 

general en un juicio de amparo directo conlleva que de determinarse 

inconstitucional la disposición impugnada, ésta no se pueda aplicar a la 

parte quejosa en actos subsecuentes.  

 

62. Tal entendimiento es inexacto, pues debe recordarse que el 

pronunciamiento sobre la inconstitucionalidad de una norma general 

contenido en la parte considerativa de una sentencia de amparo directo o 

del fallo de un amparo directo en revisión, a diferencia de lo que sucedería 

en el juicio de amparo indirecto, no tendría el efecto de impedir que en el 

futuro se aplique a la quejosa la norma general respectiva, sino que 

únicamente conlleva su inaplicación en la resolución impugnada.19 

 

63. Esto es, los efectos de la decisión sobre la inconstitucionalidad de un 

precepto normativo en la sentencia de un juicio de amparo directo, se 

circunscriben a que la norma general aplicada en la primera instancia no 

sea aplicada en perjuicio de la quejosa en la resolución que constituye el 

acto reclamado; ello, pues la concesión del amparo sólo tiene por efecto la 

anulación de dicho acto, no así de la ley, toda vez que en el juicio de amparo 

directo ésta no constituye un acto destacado impugnado per se, sino que 

la norma se controvierte en cuanto su aplicación trasciende en perjuicio del 

promovente en la resolución reclamada, por lo que, de advertirse su 

 
19 Al respecto, véanse las consideraciones emitidas en la jurisprudencia P./J. 1/2013 (10a.), 
sustentada por la anterior integración del Pleno de este Tribunal Constitucional, que esta nueva 
integración comparte, de rubro: “AMPARO DIRECTO CONTRA LEYES. NO OPERA EL 
CONSENTIMIENTO TÁCITO CUANDO SE RECLAMA UNA NORMA APLICADA EN PERJUICIO 
DEL GOBERNADO, A PESAR DE TRATARSE DEL SEGUNDO O ULTERIOR ACTO DE 
APLICACIÓN”, con número de registro 2002703. 
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inconstitucionalidad, el único efecto es su inaplicación en dicho fallo 

impugnado, de ahí que no es acertado el argumento de un mayor beneficio 

esgrimido por la quejosa recurrente.  

 

64. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 

145/2013 (10a.), sustentada por la extinta Segunda Sala de este Tribunal 

Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: “AMPARO 

DIRECTO CONTRA LEYES. ALCANCE DE LOS EFECTOS DE LA 

SENTENCIA CONCESORIA POR LA APLICACIÓN DE UNA NORMA 

ESTIMADA INCONSTITUCIONAL”.20 

 

65. Aunado a lo anterior, cabe destacar que acorde con lo determinado en el 

criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 130/2010, emitida por la extinta 

Segunda Sala de este Tribunal Constitucional, que esta nueva integración 

comparte, no se justifica la procedencia del recurso de revisión en amparo 

directo a partir del máximo beneficio que podría obtenerse con la 

consideración de inconstitucionalidad de la norma general que funda la 

sentencia definitiva, laudo o resolución que se reclamó, pues ese beneficio 

no constituye un tema de constitucionalidad que en sí mismo pudiera 

resultar de importancia y trascendencia en términos constitucionales, en 

tanto que el beneficio que podría obtenerse, es común en los juicios de 

 
20 Del texto siguiente: “De los artículos 158 y 166, fracción IV, en relación con el 80, todos de la Ley 
de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, se advierte que los efectos que deben darse a la 
sentencia concesoria en un juicio de amparo directo, por considerar que es inconstitucional la norma 
aplicada en el acto originalmente impugnado en el juicio natural o en la sentencia reclamada -
controvertida vía excepción mediante los conceptos de violación, o como un medio de control 
heterónomo de la defensa de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través de 
la aplicación de una jurisprudencia obligatoria (invocada por la parte quejosa, o en suplencia de la 
queja deficiente en términos del artículo 76 Bis, fracción I, de la ley citada)-, se encuentran limitados 
a la resolución reclamada, es decir, la concesión sólo puede tener por efecto la anulación del acto, 
no así de la ley, pues ésta no puede ser un acto destacado impugnable en la demanda de amparo 
directo, sino sólo constituye un argumento más para decidir sobre su constitucionalidad, por lo que 
la restitución al quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada a que se refiere el tercer 
numeral mencionado, se traduce en restablecer las cosas al estado en que se encontraban antes de 
la emisión de la sentencia, resolución o laudo reclamados, obligando a la autoridad responsable a 
dejar insubsistente ese acto y, en su lugar, a emitir uno nuevo en el que no se aplique la norma 
general relativa, sólo en el caso concreto, lo que significa que puede aplicarse nuevamente contra el 
agraviado en diversos procedimientos, máxime que la reforma constitucional de junio de 2011, en 
materia de derechos humanos, no cambió en ese aspecto la sistemática del juicio de amparo directo; 
tan es así que incluso se establecieron las formalidades para la declaratoria general de 
inconstitucionalidad, pero no se variaron los efectos limitados referidos.” Publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 1, diciembre de 2013, tomo I, página 579. 
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amparo directo de que conocen los Tribunales 

Colegiados de Circuito, los cuales pueden 

decidir dicho tema de manera definitiva.21 

 

66. De manera que si los artículos 24 y 25, primer y cuarto párrafos, de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta impugnados no fueron examinados en cuanto 

a su regularidad constitucional por el Tribunal Colegiado, debido a que en 

el tema de legalidad con el cual estaba relacionada su aplicación le dio la 

razón en cuanto a cuál debía ser su correcta interpretación, sólo que ello 

no se estimó suficiente para otorgarle el amparo dado que se advirtió la 

subsistencia de una diversa razón para sostener la legalidad de la 

resolución reclamada; ello da cuenta de que no tendría justificación que 

este Tribunal Pleno abordara el estudio de constitucionalidad de dichas 

normas si tal análisis, aun cuando eventualmente concluyera en el sentido 

que propone la recurrente, no podría trascender en su beneficio en la 

sentencia de amparo.   

 

67. Con base en lo antes expuesto, son inoperantes el cuarto, quinto y sexto 

agravios en los que la quejosa recurrente reitera y abunda los conceptos 

de violación en los que planteó la inconstitucionalidad del artículo 25, primer 

y cuarto párrafos, de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la luz de los 

principios de legalidad, proporcionalidad y equidad tributarios; pues es 

evidente que, si no se ha estimado procedente este recurso de revisión 

respecto de la impugnación de las normas generales referidas que guardan 

relación con el requisito de estricta indispensabilidad que por sí sólo 

sustenta el sentido de la sentencia de amparo, ningún caso tendría admitirlo 

por cuanto a los preceptos aludidos. 

 

68. Además, refuerza dicha decisión en lo conducente, el criterio contenido en 

 
21 Tales consideraciones se expresan en la jurisprudencia 2a./J. 130/2010 citada, de rubro: 
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL EXAMEN DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA 
SU PROCEDENCIA SUPONE NECESARIAMENTE QUE EL CASO ESTÉ DENTRO DE LA ÚNICA 
EXCEPCIÓN A LA INATACABILIDAD DE LAS SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO (ABANDONO DE LAS TESIS 2a./J. 114/2006, 2a./J. 32/2002 Y 2a. 
CXVIII/2002)”, con número de registro 163739. 
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la jurisprudencia 1a./J. 85/2008, emitida por la extinta Primera Sala de este 

Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE 

SÓLO PROFUNDIZAN O ABUNDAN EN LOS CONCEPTOS DE 

VIOLACIÓN, SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA 

SENTENCIA RECURRIDA”.22  

 

69. En consecuencia, si en el presente recurso de revisión no se controvirtieron 

las consideraciones y fundamentos torales del Tribunal Colegiado para 

desestimar los temas de constitucionalidad propuestos por la quejosa 

respecto de los artículos 31, fracción I, 32, fracción XVII, incisos a), b), c) y 

d); así como 68, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 

dos mil doce, tales consideraciones deben seguir rigiendo el sentido del 

fallo recurrido por lo que hace a la materia de constitucionalidad planteada 

al respecto.  

 

70. A mayor abundamiento, conviene precisar que la anterior integración de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió diversos criterios sobre 

varios de los aspectos propuestos en los temas de constitucionalidad 

planteados por la quejosa. 

 

71. Por lo que respecta al artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

 
22 Del texto siguiente: “Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que 
una de las modalidades de la inoperancia de los agravios radica en la repetición de los argumentos 
vertidos en los conceptos de violación. Al respecto, conviene aclarar que si bien una mera repetición, 
o incluso un abundamiento en las razones referidas en los conceptos de violación, pueden originar la 
inoperancia, para que ello esté justificado es menester que con dicha repetición o abundamiento no 
se combatan las consideraciones de la sentencia del juez de distrito. Este matiz es necesario porque 
puede darse el caso de que el quejoso insista en sus razones y las presente de tal modo que 
supongan una genuina contradicción de los argumentos del fallo. En tal hipótesis la autoridad revisora 
tendría que advertir una argumentación del juez de amparo poco sólida que pudiera derrotarse con 
un perfeccionamiento de los argumentos planteados ab initio en la demanda. Sin embargo, también 
puede suceder que la repetición o abundamiento de los conceptos de violación no sea más que un 
mero intento de llevar sustancia a la revisión, siendo que las razones sostenidas tanto en los 
conceptos de violación como en los agravios ya fueron plenamente respondidas por el juzgador. En 
estos casos, la autoridad revisora debe cerciorarse de que el fallo recurrido presenta una 
argumentación completa que ha contestado adecuadamente todos los planteamientos de la demanda 
de amparo, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo, para estar en aptitud de declarar la 
inoperancia de los agravios al concluir que aun cuando el recurrente intenta abundar o profundizar 
sus conceptos de violación, con ello no combate la ratio decidendi del fallo recurrido”. Consultable en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVIII, septiembre de 2008, 
página 144. 
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emitió los siguientes criterios: 

 

• Tesis aislada 1a. XLV/200923 de rubro: 
“RENTA. EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER UN 

TRATAMIENTO DIVERSO ENTRE CONTRIBUYENTES A FIN DE 
CALCULAR EL COSTO PROMEDIO POR ACCIÓN, ATENDIENDO 
AL PERIODO DE TENENCIA ACCIONARIA, NO PERSIGUE EL FIN 
CONSISTENTE EN EVITAR QUE SE REPORTEN PÉRDIDAS 
MAYORES A LAS REALMENTE SUFRIDAS (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2003).” 
 

• Tesis aislada 1a. XLIII/200924 de rubro: “RENTA. EL ARTÍCULO 24 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL PREVER EL 
PROCEDIMIENTO PARA EL CÁLCULO DEL COSTO PROMEDIO 
POR ACCIÓN QUE CORRESPONDE A LA ENAJENACIÓN DE 
ACCIONES CON UN PLAZO DE TENENCIA MAYOR A DOCE 
MESES, SE AJUSTA A LA MECÁNICA ORDINARIA O GENERAL DE 
DICHO GRAVAMEN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. 
DE ENERO DE 2003).” 

 

• Tesis de jurisprudencia P./J. 35/2014 (10a.)25 de rubro: “RENTA. EL 
ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, AL PREVER LA DEDUCCIÓN LIMITADA DE LAS 
PÉRDIDAS POR LA ENAJENACIÓN DE ACCIONES, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2008 AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013).” 
 

• Tesis aislada 2a. XXXIX/200526, de rubro: “RENTA. ENAJENACIÓN 
DE ACCIONES A COSTO FISCAL. EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO, EN VIGOR A PARTIR DEL 1o. DE 
ENERO DE 2002, AL PREVER QUE LAS AUTORIDADES 
FISCALES LA AUTORIZARÁN EN LOS CASOS DE 
REESTRUCTURACIÓN DE SOCIEDADES CONSTITUIDAS EN 
MÉXICO PERTENECIENTES A UN MISMO GRUPO, SIEMPRE 
QUE SE CUMPLA CON LOS REQUISITOS QUE CONSIGNA, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.” 

 
72. Por otra parte, respecto al artículo 25, primer y cuarto párrafos, de la 

 
23 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIX, abril de 2009, página 
586. 
24 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIX, abril de 2009, página 
587. 
25 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 6, mayo de 2014, tomo I, 
página 7. 
26 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXI, abril de 2005, página 
743. 
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Ley del Impuesto sobre la Renta, existen las jurisprudencias siguientes: 

 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 79/200227, de rubro: “RENTA. EL 
ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XVIII, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY 
QUE ESTABLECE EL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE EN MIL 
NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO, AL PREVER QUE PARA QUE 
SEAN DEDUCIBLES LAS PÉRDIDAS ORIGINADAS POR LA 
ENAJENACIÓN DE ACCIONES Y OTROS TÍTULOS VALOR, SE 
REQUIERE QUE ESA OPERACIÓN SE HAYA EFECTUADO 
CONFORME A LOS LINEAMIENTOS SEÑALADOS POR LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO MEDIANTE 
REGLAS DE CARÁCTER GENERAL, TRANSGREDE LA 
GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTARIA”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 144/200628, de rubro: “GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. 

 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.)29, de rubro: 
“SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ 
CONSISTE”. 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 140/2017 (10a.)30, de rubro: 
“PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA FISCAL. SU 
CONTENIDO ESENCIAL”. 

 

73. En relación con los artículos 31, fracción I, 32, fracción XVII, incisos a), 

b), c) y d), así como el 68, todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

se han emitido los criterios que se listan a continuación: 

 

• Amparo directo en revisión 3794/2023 fallado por la extinta 
Primera Sala en sesión de diez de enero de dos mil veinticuatro 
por mayoría de cuatro votos. 
 

• Tesis aislada 2a. CIII/200431, de rubro: “RENTA. 
INTERPRETACIÓN DEL TÉRMINO "ESTRICTAMENTE 
INDISPENSABLES" A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 31, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2002)”. 

 
27 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVI, diciembre de 2002, 
página 172. 
28 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, octubre de 2006, 
página 351. 
29 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XVI, enero de 2013, tomo 1, 
página 437. 
30 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 47, octubre de 2017, tomo II, 
página 840. 
31 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XX, diciembre de 2004, 
página 565. 
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• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 21/200532, de 
rubro: “RENTA. DEDUCCIÓN DE 
EROGACIONES ESTRICTAMENTE 
INDISPENSABLES PARA EFECTOS DEL 
IMPUESTO RELATIVO. NO PROCEDE 
CUANDO LA IMPOSIBILIDAD DE 

RECUPERAR EL PAGO DE LA RECLAMACIÓN DE UNA 
FIANZA DERIVA DEL INCUMPLIMIENTO DE LA INSTITUCIÓN 
AFIANZADORA A LAS OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN 
LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS.” 
 

• Tesis aislada 1a. XXX/200733, de rubro: “DEDUCCIÓN DE 
GASTOS NECESARIOS E INDISPENSABLES. 
INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 29 Y 31, FRACCIÓN 
I, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.” 

 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 75/2025 (11a.)34, de rubro: 
“GASTOS ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES Y 
PRESTACIONES DE PREVISIÓN SOCIAL. SU REGULACIÓN 
EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PARA QUE 
RESULTEN CONCEPTOS DEDUCIBLES RESPETA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA”. 

 

74. Además, sobre el régimen de consolidación fiscal que estuvo vigente hasta 

el treinta y uno de diciembre de dos mil trece, la anterior integración de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene diversos precedentes 

referentes a pérdidas fiscales, pérdidas fiscales por enajenación de 

acciones y diversos temas relacionados con el régimen de consolidación 

fiscal, entre los que destacan: 

 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 47/2015 (10a.),35 de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN PÉRDIDAS FISCALES Y PÉRDIDAS 
POR ENAJENACIÓN DE ACCIONES (DETERMINADO 
CONFORME A LOS PROCEDIMIENTOS OPCIONALES), NO 
PROVOCA QUE SE PAGUE UN IMPUESTO INEXISTENTE O NO 
CAUSADO, POR LO QUE NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE 

 
32 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXI, marzo de 2005, página 
257. 
33 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXV, febrero de 2007, 
página 637. 
34 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, undécima época, libro 50, junio de 2025, tomo I, 
volumen 1, página 699. 
35 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1233. 
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DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE DICIEMBRE DE 2013)”.  
 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 48/2015,36 de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN PÉRDIDAS FISCALES Y PÉRDIDAS 
POR ENAJENACIÓN DE ACCIONES (DETERMINADO 
CONFORME A LOS PROCEDIMIENTOS OPCIONALES), SIN QUE 
AQUÉLLAS HUBIESEN CADUCADO A NIVEL INDIVIDUAL, NO SE 
DESINCORPORE LA SOCIEDAD QUE LAS GENERÓ O NO SE 
DESCONSOLIDE EL GRUPO, ENTRAÑA UNA CUESTIÓN 
TEMPORAL QUE NO AFECTA LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE 
LAS SOCIEDADES CONTROLADORAS, POR LO QUE NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013)”.  
 

• Tesis de jurisprudencia P. /J. 120/2001,37 de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. NATURALEZA Y CARACTERÍSTICAS 
DE ESE RÉGIMEN DE TRIBUTACIÓN”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 1a./J. 91/2013 (10a.),38 de rubro: “FUSIÓN 
DE SOCIEDADES MERCANTILES. EN MATERIA FISCAL, SURTE 
EFECTOS DESDE LA FIRMA DEL CONTRATO O CONVENIO 
RESPECTIVO”.  
 

• Tesis de jurisprudencia P./J. 48/200339, de rubro: “PÉRDIDAS 
FISCALES. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER QUE EL 
DERECHO A DISMINUIRLAS ES PERSONAL DEL 
CONTRIBUYENTE QUE LAS SUFRE Y QUE DICHO DERECHO 
NO PUEDE TRANSMITIRSE A OTRA PERSONA NI COMO 
CONSECUENCIA DE LA FUSIÓN, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 2a. /J. 54/2015 (10a.)40, de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN LOS MECANISMOS DE 
COMPARACIÓN DE RUFINES Y CUFINES (DETERMINADO 
CONFORME AL PROCEDIMIENTO GENERAL) NO PROVOCA 
QUE EL PAGO DEL TRIBUTO SE EFECTÚE SOBRE UNA BASE 

 
36 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1234. 
37 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, octubre de 2001, 
página 11. 
38 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XXVI, noviembre de 2013, 
tomo I, página 333. 
39 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XVIII, agosto de 2003, 
página 44. 
40 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1230. 
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MULTIPLICADA SI AQUÉL SE ORIGINA 
TAMBIÉN POR PÉRDIDAS FISCALES, 
PÉRDIDAS POR ENAJENACIÓN DE 
ACCIONES Y DIVIDENDOS CONTABLES, 
POR LO QUE NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 

(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013)”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 51/200541, de rubro: “RENTA. LAS 
SOCIEDADES CONTROLADAS DEBEN CUBRIR A LA 
CONTROLADORA EL PAGO DEL IMPUESTO DIFERIDO POR 
DISTRIBUCIÓN DE DIVIDENDOS QUE PROVENGAN DE LA 
CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA REINVERTIDA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 57-N, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2001)”. 
 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 42/2015 (10a.)42, de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. LA CAUSACIÓN DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA CONFORME A ESE RÉGIMEN, ES ATRIBUIBLE 
A LA SOCIEDAD CONTROLADORA (LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 
1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE DICIEMBRE DE 2013. 

 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 43/2015 (10a.)43, de rubro 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. LA OBLIGACIÓN SUSTANCIAL DE 
ENTERO DEL IMPUESTO DIFERIDO CONFORME AL DECRETO 
DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE DICIEMBRE DE 2009, PRESUPONE LA REALIZACIÓN DEL 
HECHO IMPONIBLE REVELADOR DE CAPACIDAD 
CONTRIBUTIVA, POR LO QUE NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE DICIEMBRE DE 2013)”. 

 

• Tesis de jurisprudencia 2a./J. 51/2015 (10a.)44, de rubro: 
“CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ENTERO DEL IMPUESTO 
DIFERIDO ORIGINADO EN DIVIDENDOS CONTABLES 
(DETERMINADO CONFORME A LOS PROCEDIMIENTOS 
OPCIONALES), NO PROVOCA QUE SE PAGUE UN IMPUESTO 
INEXISTENTE O NO CAUSADO, POR LO QUE NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 

 
41 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXI, mayo de 2005, página 
484. 
42 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1247. 
43 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1254. 
44 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 18, mayo de 2015, tomo II, 
página 1221. 
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(LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2010 AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013)”. 

 

75. En ese orden de ideas, al resultar inoperantes los agravios propuestos por 

la quejosa recurrente por las razones antes apuntadas, no sería posible 

emitir un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 

nacional, de ahí que no se actualice el segundo requisito para la 

procedencia del recurso de revisión relativo al interés excepcional. 

 

76. Apoya la determinación alcanzada, el criterio contenido en la tesis aislada 

1a. CLXXXIX/2016 (10a.), emitida por la extinta Primera Sala de este 

Tribunal Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: 

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SI AL ANALIZAR SU 

PROCEDENCIA SE ADVIERTE QUE CON LA RESOLUCIÓN DEL 

RECURSO NO SE FIJARÁ UN CRITERIO DE IMPORTANCIA Y 

TRASCENDENCIA, DEBE DESECHARSE AUNQUE SE ACTUALICE 

HIPOTÉTICAMENTE UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL”.45 

 
45 Del texto siguiente: “De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
así como del Acuerdo General Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
deriva que, por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados de circuito en juicios 
de amparo directo son inatacables. Sin embargo, por excepción, dichas sentencias serán susceptibles 
de impugnarse mediante el recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se pronunció u omitió 
hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad y con su resolución pueda fijarse un criterio 
de importancia y trascendencia. Ahora bien, la constatación de las referidas notas de importancia y 
trascendencia se realiza dentro de un ejercicio sustantivo de valoración, a través del cual este alto 
tribunal plasma su política judicial con la finalidad de lograr la supremacía de dicha norma en la vida 
jurídica del país, reservándose para la resolución de los casos más relevantes para el orden jurídico 
nacional. Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que, al revisar 
la procedencia del recurso de revisión, debe considerarse que el énfasis del análisis se ubica en la 
constatación de la importancia y trascendencia del planteamiento del caso; por tanto, aunque la 
existencia de una cuestión constitucional es relevante, siendo ésta una operación técnica en 
comparación con aquélla, al requerir de la revisión de los conceptos de violación de la demanda 
original y de la sentencia del tribunal colegiado de circuito desde un punto de vista descriptivo para 
constatar la naturaleza de los planteamientos evaluados (de legalidad o de constitucionalidad), no 
debe olvidarse que es un requisito técnico cuyo control debe obviarse si esta Sala verifica que, a 
pesar de actualizarse hipotéticamente una cuestión constitucional, resultaría carente de importancia 
y trascendencia, lo que en muchas ocasiones puede detectarse desde luego con la sola apreciación 
de los temas del caso. Otras veces, por la complejidad y variedad de temas incluidos en un recurso 
de revisión, la Sala deberá verificar, primeramente, la existencia de la cuestión constitucional, como 
ejercicio de identificación previo a evaluar su potencial para la fijación de un criterio de importancia y 
trascendencia. La centralidad que juegan las notas de importancia y trascendencia en un ejercicio de 
valoración y apreciación de esta Sala, frente a la constatación técnica de la existencia de una cuestión 
constitucional -en oposición a la mera existencia de una cuestión de legalidad-, se fundamenta en la 
determinación del Constituyente de reservar la decisión de la admisión del recurso a un ámbito de 
política judicial de este Tribunal Constitucional.” Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, décima época, libro 32, julio de 2016, tomo I, página 327. 
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77. De igual manera, por identidad jurídica, 

resulta aplicable lo resuelto por la extinta 

Primera Sala de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 

30/2016 (10a.), que esta nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN 

EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE ESTE RECURSO 

CUANDO LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR EL RECURRENTE SON 

INOPERANTES”.46 

 

78. Finalmente, no obsta a la decisión adoptada que el Ministro Presidente de 

este Tribunal Constitucional admitiera el recurso de revisión de que se trata, 

pues ese pronunciamiento no es definitivo ni causa estado, en tanto deriva 

de un examen preliminar; por consiguiente, si con posterioridad se advierte 

que el recurso de revisión interpuesto es improcedente, éste debe 

desecharse. 

 

79. Sustenta lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia P./J. 19/98, 

emitida por la anterior integración del Pleno de este Tribunal Constitucional, 

que esta nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO. 

NO ES OBSTÁCULO PARA EL DESECHAMIENTO DE ESE RECURSO, 

SU ADMISIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN”.47 

 
 
 
 

 
46 Del texto siguiente: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como al Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión en amparo 
directo tiene un carácter excepcional, esto es, sólo procede si existe alguna cuestión de 
constitucionalidad y, además, si ésta entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, 
es decir, cuando: i) se trate de la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para el orden jurídico 
nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia recurrida pudiera implicar el desconocimiento u omisión de 
un criterio sostenido por este alto tribunal.  De ahí que el recurso de revisión en amparo directo es 
improcedente cuando los agravios formulados por el recurrente sean inoperantes, toda vez que no se 
fijará un criterio de relevancia para el orden jurídico nacional”. Publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, libro 31, junio de 2016, tomo I, página 558. 
47 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo VII, marzo de 
1998, página 19.  
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VI. REVISIÓN ADHESIVA 

 

80. En las condiciones anotadas, dada la improcedencia del presente recurso 

de revisión, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de Amparo, se 

declara sin materia la revisión adhesiva interpuesta por la autoridad tercera 

interesada, en virtud de que en el caso ha desaparecido la condición a la 

que estaba sujeto el interés de la parte recurrente adherente, consistente 

en reforzar el fallo recurrido.  

 

81. Al respecto, cobra aplicación lo sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 

126/2006, emitida por la extinta Segunda Sala de este Tribunal 

Constitucional, que esta nueva integración comparte, de rubro: “REVISIÓN 

ADHESIVA EN AMPARO DIRECTO. PARA QUE SEA PROCEDENTE 

TAMBIÉN DEBE SERLO LA PRINCIPAL”.48 

 

VII. DECISIÓN 

 

82. En tales consideraciones, al resultar inoperantes los agravios hechos valer, 

es claro que la cuestión de constitucionalidad subsistente no daría lugar a 

un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 

nacional por lo que dicho asunto es improcedente y, por consiguiente, debe 

desecharse. 

 

83. En consecuencia, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión a que este toca se refiere. 

 

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida. 

 
48 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, 
septiembre de 2006, página 301. 
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TERCERO. Se declara sin materia la revisión 

adhesiva. 

 

Notifíquese; conforme a derecho 

corresponda, devuélvanse los autos a su lugar de origen y, en su 

oportunidad, archívese el toca como asunto concluido. 

 

 

En términos de lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento de Sesiones de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y de integración de las listas de asuntos con proyecto de 
resolución, así como de los numerales 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, en concordancia con lo dispuesto en el Acuerdo General 
11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en esta versión pública se 
suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra 
en esos supuestos normativos 


